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León, Guanajuato, a 24 veinticuatro de enero del año 2011 dos mil once. 

V i s t o s el estado que guardan los autos del presente proceso administrativo y, la resolución dictada por el Magistrado de la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, en fecha 18 dieciocho de octubre del 2010 dos mil diez, en el recurso de revisión con número de expediente R.R. 315/1ª Sala/10; en el que se revocó la sentencia emitida por este Juzgado Segundo Administrativo Municipal, para el efecto de que se emita una nueva resolución, absteniéndose de sobreseer el proceso por consentimiento tácito del acto impugnado; y se resuelva conforme a Derecho; por lo que en cumplimiento de lo anterior, se procede a resolver los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 238/2010-JN, promovido por el ciudadano José Arturo Sánchez Castellanos; y,. . . . . . . . . . . . . .  

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que surtió efectos la notificación del acto impugnado; ello de acuerdo al criterio sostenido por el Magistrado de la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, en el Considerando Cuarto de la resolución de fecha 18 dieciocho de octubre de 2010 dos mil diez, dictada dentro del Recurso de Revisión número R.R. 315/1ª Sala/10. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.-  La existencia del acto impugnado, consistente en el oficio número SHA/DAI/2252/2010 (dos mil doscientos cincuenta y dos diagonal dos mil diez), de fecha 20 veinte de mayo de 2010 dos mil diez; se encuentra acreditada en autos con la copia fotostática del propio oficio, (visible a foja 5 cinco de la presente causa administrativa); documental que anexada por el actor, le fue admitida como prueba de su intención y merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78, 119 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en primer lugar, por ser un documento público emitido por un servidor público en ejercicio de sus funciones; y, en segundo lugar, por el reconocimiento que de la emisión y contenido del oficio, hace la Subdirectora de la Dirección de Asuntos Internos, por lo que no puede restársele valor probatorio alguno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . .  

De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 13 trece de abril del 2010 dos mil diez, el ciudadano José Arturo Sánchez Castellanos, en su carácter de Regidor del Honorable Ayuntamiento de León, Guanajuato, junto con otros Regidores, presentó ante el Director de Asuntos Internos, una denuncia en contra de algunos elementos pertenecientes a la corporación de Policía Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La anterior denuncia, se radicó bajo el expediente número 438/10-POL; y respecto de la cual, el Director de Asuntos Internos, con fecha 20 veinte de mayo de 2010 dos mil diez, a través del Oficio número SHA/DAI/2252/2010 (dos mil doscientos cincuenta y dos diagonal dos mil diez), informó al impetrante del proceso que el Consejo de Honor y Justicia demandado, en su Sesión 204 doscientos cuatro determinó lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“... que los hechos aludidos no eran graves, ni denigrantes para la corporación, así como la no responsabilidad de los elementos de la Dirección General de Policía Municipal… Lo anterior genera que en la especie se determine el archivo definitivo del expediente…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Decisión que contenida en el oficio que se impugna, viola disposiciones del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, porque carece de fundamentación y motivación la decisión tomada; constituyendo tal aspecto el punto controvertido en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
QUINTO.- Por cuestión de orden público y de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el presente proceso, las autoridades demandadas hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes citado, ya que refieren que el oficio impugnado, no afecta los intereses jurídicos del actor, ya que infieren que no reúne las características de interesado, pues señalan que en el artículo 9 segundo párrafo del referido Código administrativo aplicable, interesado es: “...todo particular que tiene un interés jurídico respecto de un acto o procedimiento por ostentar un derecho subjetivo o un interés legalmente protegido.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Analizado que es el oficio impugnado así como las demás constancias que integran el expediente, este Juzgador estima que sí se actualiza la causal de improcedencia que se hace valer, toda vez que en efecto, al ciudadano José Arturo Sánchez Castellanos, no se le afecta su interés jurídico con la emisión del oficio que impugna, conforme a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El interés jurídico constituye un requisito de procedibilidad en el proceso administrativo; por lo que es necesario que se promueva en contra de actos de la autoridad administrativa; y solamente lo tiene quien sea el titular de un derecho subjetivo de carácter administrativo, que esté reconocido o protegido a favor de la actora por un precepto jurídico contenido en la ley y que resulte afectado con un acto de autoridad; en este caso, municipal; ello en congruencia a lo establecido por los artículo 206-A, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que a la letra señalan: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206-A.- Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el Ayuntamiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

 Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los Juzgados Administrativos Municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción ante cualquiera de ellos, no se podrán impugnar ante el otro el mismo acto”. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 251. Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:. . . . . . . . . . . . . . 

I. Tendrán el carácter de actor: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

a)
Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte, la doctrina jurídica en materia administrativa, define al interés jurídico como el: "Derecho subjetivo de carácter administrativo"; y el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Practica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Cuarta Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la página 48 cuarenta y ocho, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como: “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.”, es decir, para la procedencia del proceso administrativo; es necesario que exista un acto personal y directo que implique la violación de un derecho subjetivo tutelado a favor de un particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en este proceso administrativo, el actor impugna el Oficio número SHA/DAI/2252/2010 (dos mil doscientos cincuenta y dos diagonal dos mil diez), de fecha 20 veinte de mayo de 2010 dos mil diez -relativo al expediente número 438/10-POL-; el cual contiene la determinación del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, tomada en su Sesión número 204 doscientos cuatro, de no considerar graves, ni denigrantes los hechos que expuso en la queja que formuló, ni la existencia de responsabilidad de elementos de la Dirección General de Policía Municipal, por lo que se ordenó el archivo definitivo del expediente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Para quien resuelve, dicha determinación no afecta el interés jurídico del ciudadano José Arturo Sánchez Castellanos; pues éste carece del mismo para impugnarla a través de proceso administrativo, porque las disposiciones del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, no tutelan intereses particulares, sino públicos, ya que busca preservar la adecuada y correcta prestación de un servicio público, como lo es el de Seguridad Pública, velando por la honorabilidad y reputación de los integrantes de sus diferentes Cuerpos, por lo que no conceden a los particulares la facultad de exigir, en este caso al Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, que actúe de determinada forma, como en lo pide en su escrito de demandada en el sentido de que las autoridades demandadas realicen la investigación correspondiente para determinar cómo graves los hechos denunciados (visible a foja 4 cuatro); cuando el Órgano Colegiado, previa investigación, ya tomó una determinación, como quedó asentado en el párrafo que antecede; y, mucho menos están legitimados para controvertir las resoluciones que sobre una queja o denuncia tome el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal citado, pues su acción se agota con la denuncia o queja respectiva, quedando el resultado final de la misma al albedrío de dicho Cuerpo Colegiado. . 

Lo anterior es así toda vez que de la interpretación del artículo 42 en relación con el artículo 40, ambos del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; se desprende que no se confiere a los particulares que formularon queja o denuncia en contra de algún elemento de los cuerpos de seguridad pública municipal, el derecho para inconformarse con el resultado de la investigación que determine que no existe una falta o responsabilidad administrativa. . . . . . . . 

Dichos preceptos establecen lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 40.- El procedimiento administrativo disciplinario se iniciará, a partir de queja o denuncia formulada verbalmente o por escrito ante la Secretaría Técnica por cualquier persona; o de oficio por presuntos actos u omisiones de los cuerpos de seguridad pública que afecten a la sociedad o la disciplina interna de la corporación.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“La queja o denuncia deberá contener los datos de identificación del quejoso y describir de manera detallada los hechos en que se funde la misma.”. . 

“ARTÍCULO 42.- Si como resultado de la investigación se desprende que no existen suficientes elementos para tener por acreditada la existencia de una falta o la responsabilidad administrativa del elemento, la Secretaría Técnica acordará el archivo definitivo de la investigación.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

“Si resolviera que la conducta no es grave, enviará su determinación al titular del área de seguridad pública que corresponda, quien previa audiencia del infractor, podrá imponer las medidas disciplinarias contenidas en la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato y/o en el reglamento respectivo.”. . . 


De lo anterior se concluye que, si bien los particulares tienen derecho a presentar queja o denuncia respecto a conductas de los elementos operativos de los Cuerpos de Seguridad Pública de este Municipio; ese derecho no les da la facultad de impugnar las decisiones del mencionado Consejo, pues su queja da lugar a un procedimiento administrativo, en el que el Quejoso, en este caso el actor, no tiene el carácter de parte y, en el cual quienes podrían resentir un agravio personal y directo serían los propios elementos operativos, por lo que contarían con la legitimación y con el derecho a impugnar la resolución que se llegare a dictar, en base al resultado de la investigación que se lleve a cabo. . . . .     

Por lo antes expuesto, al no contar el actor en la presente causa administrativa, con un derecho sustentado en la ley que le permita impugnar la determinación del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato y, al no verse menoscabado un derecho público subjetivo del justiciable, no se afectan sus intereses jurídicos; por lo que  resulta improcedente el presente proceso administrativo, al actualizarse la hipótesis de improcedencia en estudio, por lo que en consecuencia es procedente sobreseerlo con sustento en lo establecido por el artículo 262, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Al caso, resulta aplicable por analogía, el siguiente criterio emitido por los Magistrados que integran el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, contenido en la página 69 sesenta y nueve de la publicación titulada “Criterios 2000-2008”, editada por el propio Tribunal, que señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“INTERÉS JURÍDICO PARA DEMANDAR EN JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CARECEN DEL MISMO LOS DENUNCIANTES ANTE LA SECRETARÍA DE LA CONTRALORÍA DEL ESTADO.- Del contenido integral de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato no se desprende, a favor del denunciante de una conducta infractora de la mencionada ley, otro derecho, el cual es el de denunciar o presentar queja ante la Secretaría de la Contraloría ─por así estatuirlo el artículo 27, penúltimo párrafo, de la Ley en comento─; careciendo, por ende, de potestad alguna, tutelada por la norma jurídica aplicable al caso concreto, para intervenir en el procedimiento administrativo disciplinario o para impugnar las determinaciones tomadas por la autoridad que instruya y resuelva el trámite; siendo por ello procedente sobreseer el juicio al actualizarse la hipótesis prevista en la fracción I del artículo 57, en relación con la II del 58 de la Ley de Justicia Administrativa. (Resolución de fecha 13 de febrero de 2002. Toca 90/01. Recurso de reclamación promovido por el C. Lic. Jesús Vargas Camacho, Defensor de Oficio adscrito al Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Guanajuato.) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así como también, el criterio que sostiene nuestro Máximo Tribunal del País, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE PUEBLA. EL QUE EL ARTÍCULO 53 BIS, FRACCIÓN III, DE LA LEY RELATIVA OTORGUE AL PROMOVENTE DE LA QUEJA EL DERECHO PARA APORTAR MAYORES ELEMENTOS DE PRUEBA QUE MOTIVEN EL INICIO DEL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO; CUANDO SE DETERMINA QUE NO HA LUGAR A INICIARLO FORMALMENTE Y SE ORDENA EL ARCHIVO DEL EXPEDIENTE, NO LE OTORGA INTERÉS JURÍDICO PARA ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO CONTRA ESA RESOLUCIÓN. Acorde con los artículos 108, primer y último párrafos, y 109, fracción III, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cualquier interesado puede presentar queja por incumplimiento de las obligaciones de los servidores públicos. Por otra parte, en relación con el tema del interés jurídico tratándose de ese tipo de quejas, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 1/2006, de rubro: "RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL DENUNCIANTE DE LA QUEJA ADMINISTRATIVA CARECE DE INTERÉS JURÍDICO PARA IMPUGNAR EN AMPARO LA RESOLUCIÓN QUE LA DECLARA IMPROCEDENTE.", al analizar los artículos 49 y 50 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, sostuvo que el gobernado tiene derecho a presentarlas por incumplimiento de las obligaciones de los servidores públicos con las cuales se inicia, en su caso, el procedimiento disciplinario correspondiente, pero que dicha legislación federal no otorga al denunciante la facultad de exigir a la autoridad que realice determinada conducta o acceda a sus pretensiones, por lo que carece de interés jurídico para reclamar la resolución correspondiente. Ahora bien, el artículo 53 Bis, fracción III, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Puebla establece que si la autoridad competente, después de valorar las constancias y actuaciones, considera que no ha lugar a iniciar formal procedimiento de determinación de responsabilidades contra el servidor público, archivará el expediente, lo que hará del conocimiento del promovente para que en su caso aporte mayores elementos de prueba que motiven el inicio del procedimiento respectivo. Sin embargo, el derecho del promovente de la queja para aportar mayores elementos de prueba que motiven el inicio del procedimiento respectivo, no constituye razón suficiente para determinar que cuenta con interés jurídico para acudir al juicio de garantías contra dicha determinación, porque la facultad de aportar mayores elementos de prueba se traduce únicamente en la posibilidad de coadyuvar en la integración del expediente, pero no le genera un derecho para exigir de la autoridad una determinada conducta respecto de sus pretensiones, pues sólo se trata de actos de control interno en los que la investigación efectuada busca determinar si el servidor público cumplió o no con los deberes y obligaciones inherentes a su cargo y si su conducta resulta o no compatible con el servicio que presta, y será el órgano disciplinario correspondiente el que decidirá si inicia o no formalmente el procedimiento administrativo de responsabilidad y si sanciona o no al servidor público. Novena Época; Registro: 168796; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta;  XXVIII, Septiembre de 2008; Materia(s): Administrativa; Tesis: 2a./J. 124/2008. Página:   259. Contradicción de tesis 104/2008-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Primero, ambos en Materia Administrativa del Sexto Circuito. 3 de septiembre de 2008. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda Pineda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- En virtud de que se actualiza una causal de improcedencia que trae como consecuencia el sobreseimiento del presente proceso administrativo; no se hará el análisis de los conceptos de impugnación expresados por el actor, ni de sus pretensiones; así como tampoco lo expuesto por las demandadas, ni se analizarán y valoraran las pruebas ofrecidas por las partes, pues la actualización de una causa de improcedencia, impide conocer respecto del fondo del asunto. . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso administrativo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    

Notifíquese al actor personalmente y a las autoridades demandadas por oficio, informándose a la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, sobre la presente sentencia, remitiéndosele un tanto de la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . .  
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DICTADA EL 24 VEINTICUATRO DE ENERO DEL 2011 DOS MIL ONCE, EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO NUMERO 238/2010-JN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
